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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

 El 30 de mayo de 2016, el señor Carlos Pillot Ocasio (señor 

Ocasio Pillot o el Recurrente), miembro de la población correccional 

de la Institución Ponce 1000, presentó por derecho propio, escrito 

intitulado “Certiorari”, el cual acogemos como recurso de revisión 

administrativa, por ser lo procedente en Derecho. En su recurso, el 

Recurrente nos solicita revisión del dictamen emitido por la 

División de Remedios Administrativos (la División) del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (el Departamento) el 

29 de marzo de 2016, y notificado el 14 de abril de 2015. Mediante 

dicho dictamen, la División informó al Recurrente que su Hoja de 

Liquidación de Sentencia estaba acorde con la Sentencia dictada 

por el tribunal sentenciador. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

confirma la Resolución recurrida.     

-I- 

 El 12 de febrero de 1997, el señor Pillot Ocasio fue declarado 

reincidente habitual y sentenciado a cumplir una pena de 



 
 

 
KLRA201600608 

 

2 

reclusión perpetua, luego de haber sido hallado culpable por la 

comisión de varios delitos graves: violación, perversión de menores, 

actos lascivos, incesto e infracciones al Artículo 404 y Artículo 405 

de la Ley de Sustancias Controladas. Así las cosas, el 14 de marzo 

de 2016, el Recurrente presentó ante la División de Remedios 

Administrativos, una Solicitud de Remedio. En la misma, solicitó 

que se corrigiera su Hoja de Liquidación de Sentencia, conforme a 

la enmienda a la Ley Orgánica de la Junta de Libertad Bajo 

Palabra, Ley Núm. 118 de 22 de julio de 1974 por la Ley Núm. 316 

– 2004.  

 Atendida la misma, el 4 de abril de 2016, la División de 

Remedios emitió respuesta en la que explicó al Recurrente lo 

siguiente:  

Sr. Pillot Ocasio, su [H]oja de [L]iquidación 

de [S]entencia está acorde con la 
Sentencia dictada por el Tribunal y en 
varias ocasiones se le [h]a orientado al 

respecto y el Sr. Alejandro Colón, jefe del 
área de récord y documentos de la 
Administración de Corrección le envió una 

carta de fecha de 3 de febrero de 2016 en 
la cual [se] le está orientando sobre los 

cómputos de la liquidación de Sentencia.  
El día 18 de febrero de 2016, usted le 
indicó a esta servidora que había recibido 

la carta[,] que la había leído y que 
entendía lo que en ella se le explicaba.  

 
 En desacuerdo con el dictamen emitido, el Recurrente 

presentó Reconsideración el 25 de abril de 2016. Luego de 

examinada la misma, el 10 de mayo de 2016, la División de 

Remedios Administrativos emitió Respuesta de Reconsideración al 

Recurrente en la que se dispuso lo siguiente:  

Se entiende que la respuesta emitida por 
el Supervisor de la Unidad de Record es 

responsiva.  Se le había sometido una 
carta explicativa al recurrente relacionada 
a los pormenores de su caso y las razones 

por las cuales no gana bonificación por 
estudio y trabajo. El recurrente fue 

declarado delincuente habitual y cumple 
con una sentencia de reclusión perpetua.   
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 Acorde con lo anterior, la División de Remedios denegó la 

Solicitud de Reconsideración presentada por el Recurrente.   

 Inconforme, el 30 de mayo de 2016, el señor Pillot Ocasio 

presentó el Recurso de Revisión Administrativa que nos ocupa.  En 

el mismo, señala la comisión de los siguientes errores:    

Erró la División de Remedios 

Administrativos al emitir la Respuesta 
de Reconsideración al miembro de la 
población correccional PA-755-16, 

sobre otros pormenores que nada abona 
al caso que motivó el presente 
certiorari.  

 
Erró la Técnica de Récord del 

Departamento de Corrección y 
Rehabilitación al emitir respuestas 
sobre documentos de la Administración 

de Corrección que no son pertinentes al 
caso de epígrafe.  

 

Erró la División de Remedios 
Administrativos al determinar que la 

Sra. Lilliam Rivera Colón, Supervisora 
de la Unidad de Récord fue responsiva, 
habiendo emitido de forma errónea sus 

planteamientos, según el Sr. Francis 
Burgos Rodríguez, Coordinador en la 

respuesta de reconsideración al 
miembro de la población correccional 
del 12 de mayo de 2016. 

 
Erró el Departamento de Corrección y 
Rehabilitación al tomar la 

determinación de denegar la petición 
de reconsideración de forma arbitraria, 

abusando de su discreción de forma 
irrazonable.   

 

 Examinado el recurso ante nuestra consideración, el 27 de 

junio de 2016, emitimos Resolución en la que ordenamos al 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, exponernos su 

posición en cuanto al recurso presentado en o antes de treinta (30) 

días.  En cumplimiento con lo ordenado, el 4 de agosto de 2016, el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación, por conducto de la 

Oficina de la Procuradora General, presentó Escrito en 

Cumplimiento de Resolución. 
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 Examinadas las posturas de cada una de las partes, 

resolvemos. 

-II- 

La Sección 19 del Artículo VI de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico y la Ley Orgánica de la 

Administración, Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, según 

enmendada (Ley 116), 4 LPRA secs. 1101 y ss., establecen que será 

la política pública del Estado Libre Asociado que las instituciones 

penales propendan al tratamiento adecuado de los delincuentes 

para hacer posible su rehabilitación moral y social, siguiendo el 

principio de tratamiento individualizado.    

En este contexto, la Ley Núm. 118 del 22 de julio de 1974, 4 

LPRA sec. 1501 et seq., creó la Junta de Libertad Bajo Palabra.  La 

misma tiene como finalidad la rehabilitación del delincuente y la 

protección de los mejores intereses de la sociedad y las víctimas de 

delito. Reglamento Procesal de la Junta de Libertad Bajo Palabra, 

Reglamento Núm. 7799, Departamento de Estado, 21 de enero de 

2010 (el Reglamento).  Dicha ley, regula en Puerto Rico, el sistema 

de libertad bajo palabra.  Segun ha expresado nuestro Tribunal 

Supremo, este sistema "permite que una persona que haya sido 

convicta y sentenciada a un término de cárcel cumpla la última 

parte de su sentencia fuera de la institución penal, sujeto al 

cumplimiento de las condiciones que se impongan para conceder 

la libertad." Maldonado Elías v. González Rivera, 118 DPR 260, 275 

(1987).  

Posteriormente, la Ley Núm. 316 – 2004, enmendó la Ley 

Núm. 118 del 22 de julio de 1974, a los efectos de uniformar sus 

disposiciones a las del Código Penal del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico del 2004. En cuanto a ello, el Artículo 1 de la precitada 

Ley, enmendó el Artículo 3 de la Ley Núm. 118, supra.  Dicho 

artículo dispuso lo siguiente:  

http://intranet/DTS_Repositories/TA/TA%2012/word/javascript:searchCita('118DPR260')
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 Autoridad, poderes y deberes de la Junta – 

La Junta de Libertad Bajo Palabra tendrá 
la siguiente autoridad, poderes y deberes:  

 
(a) Podrá decretar la libertad bajo 

palabra de cualquier persona recluida 

en cualquiera de las instituciones 

penales de Puerto Rico que hubiere sido 

o fuere convicta por delitos cometidos 

con anterioridad a la fecha de vigencia 

de la ley que establece el Sistema de 

Sentencia Determinada en Puerto Rico, 

o que hubiere sido o fuere convicta por 

delitos bajo la ley que establece el 

Sistema de Sentencia Determinada en 

Puerto Rico, cuando haya satisfecho la 

multa dispuesta en el Artículo 49-C de 

la Ley Núm. 115 de 22 de julio de 1974, 

según enmendada, y haya cumplido la 

mitad de la sentencia fija que le ha sido 

impuesta, excepto cuando la persona 

haya sido convicta bajo dicho sistema de 

sentencia determinada por asesinato en 

primer grado, en cuyo caso el convicto no 

será elegible para el beneficio de libertad 

bajo palabra. De igual forma, en los casos 

de asesinato en primer grado cometidos 

bajo la modalidad comprendida en el 

inciso (b) del Artículo 83 de la derogada 

Ley Núm. 115 de 22 de julio de 1974, 

según enmendada, la Junta no podrá 

decretar la libertad bajo palabra. 

Podrá así mismo decretar la libertad bajo 

palabra de cualquier persona recluida en 

cualquiera de las instituciones penales de 

Puerto Rico que ha sido convicta conforme 

a la clasificación de gravedad del delito y a 

las condiciones para su concesión que 

establecía la derogada Ley 149-2004, 

según enmendada, conocida como “Código 

Penal de Puerto Rico de 2004”, como 

sigue: 

 
(1) Si la persona ha sido convicta de 
delito grave de primer grado o se ha 

determinado reincidencia habitual, 
puede ser considerada para libertad 
bajo palabra al cumplir veinticinco (25) 

años naturales de su sentencia, o diez 
(10) años naturales, si se trata de un 

menor procesado y sentenciado como 
adulto. 



 
 

 
KLRA201600608 

 

6 

[…] 
 

 En este contexto, resulta meritorio señalar, que el Art. 62 (c)  

del Código Penal del 1974, derogado, disponía los efectos de la 

reincidencia habitual.  En cuanto a ello, enunciaba que:  

  […] 
 

(c) Efectos de la reincidencia habitual:  
 

En caso de reincidencia habitual el 
convicto será declarado por el tribunal 
delincuente habitual y será sentenciado a 

separación permanente de la sociedad 
mediante reclusión perpetua.  No 

obstante, lo dispuesto en la Ley Núm. 116 
de 22 de julio de 1974, según enmendada, 
en cuanto a la facultad de la 

Administración de Corrección para 
determinar las instituciones que habrá de 
ser ingresada o trasladada la clientela del 

sistema correccional, el convicto que sea 
sentenciado a separación permanente 

cumplirá todo el término de reclusión en 
una institución especializada de máxima 
custodia y la Administración de 

Corrección proveerá a este tipo de 
delincuente todos los servicios y 
programas en la propia institución, 

incluyendo aquellos que propendan a su 
rehabilitación.  Una vez el convicto haya 

cumplido treinta (30) años naturales de 
reclusión quedará bajo la jurisdicción 
de la Junta de Libertad Bajo Palabra. 

(Énfasis nuestro.) 33 LPRA sec. 3302. 
 

-III- 

 Por estar intrínsecamente relacionados los señalamientos de 

error planteados, discutiremos los mismos de forma conjunta. En 

el presente recurso, en esencia, el Recurrente solicita que se corrija 

su Hoja de Liquidación de Sentencia a base de la enmienda a la Ley 

Orgánica de la Junta de Libertad Bajo Palabra por la Ley Núm. 

316. – 2004. El Recurrente aduce que por haber cumplido 

veinticinco (25) años naturales de su sentencia, es elegible a la  

Junta de Libertad Bajo Palabra, según lo establece la Ley Núm. 

316 -2004.  No le asiste la razón. Veamos.   

 Un examen integral del expediente ante nuestra 

consideración, revela que el pasado 3 de febrero de 2016, la 
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División de Remedios Administrativos suministró al Recurrente 

una comunicación emitida por el Departamento de Corrección y 

Rehabilitación.  Mediante la misma, se le aclaró al señor Pillot 

Ocasio que debía cumplir treinta (30) años naturales  de reclusión 

para quedar bajo la jurisdicción de la Junta de Libertad Bajo 

Palabra, conforme a lo establecido en el Art. 62 (c) del Código Penal 

del 1974.  A tenor con lo anterior, se le explicó que su Hoja de 

Liquidación de Sentencia, estaba acorde con la sentencia impuesta 

y que no requería corrección.  

Según se desprende del expediente ante nuestra 

consideración, el 12 de febrero de 1997, el señor Pillot Ocasio fue 

sentenciado a separación permanente de la sociedad, luego de 

haber sido declarado reincidente habitual. Conforme a las 

disposiciones de la Ley Núm. 316 – 2004, los convictos que fueron 

sentenciados bajo el Código Penal del 1974, pueden ser elegibles a 

libertad bajo palabra cuando: (1) haya satisfecho la multa 

dispuesta en el Artículo 49-C de la Ley Núm. 115 de 22 de julio de 

1974, según enmendada; y (2) cuando haya cumplido la mitad de 

la sentencia fija que se le haya impuesto. Ahora bien, en los casos 

en los que media una reincidencia habitual, como es el caso del 

señor Pillot Ocasio, el Art. 62(c) del Código Penal de 1974, según 

enmendado por la Ley Núm. 34 del 31 de mayo de 1988, establecía 

que el convicto habitual quedaría bajo la jurisdicción de la Junta 

de Libertad Bajo Palabra una vez cumplido treinta (30) años 

naturales de su reclusión.  

 Por consiguiente, concluimos que la determinación de la 

División de Remedios Administrativos es conforme a Derecho. En 

vista de ello, se confirma el dictamen recurrido.  

-IV- 

 Por los fundamentos que anteceden, confirmamos el 

dictamen recurrido.  
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Notifíquese. El Administrador de Corrección deberá 

entregar copia de esta Sentencia al confinado, en cualquier 

institución donde éste se encuentre. Notifíquese, además, a la 

Procuradora General. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


